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LA PRISIÓN PERMANENTE REVISABLE COMO 

JUSTIFICACIÓN DE UN CONFLICTO 

INTRASCENDENTE 

 

En la actualidad, el comportamiento humano criminal debe ser abordado 

multidisciplinarmente, con el objetivo de intentar obtener una 

explicación objetiva de la génesis del mismo. 

 

Una de las disciplinas que ha realizado aportaciones sustanciales al 

estudio del fenómeno criminal ha sido la psicología, y más concretamente 

la psicología criminal, entendida como la ciencia que intenta encontrar la 

casuística personal o patológica que explica la conversión del individuo 

en delincuente. 

 

La importancia que para el criminólogo tiene la psicología criminal, como 

parte integrante de la psicología jurídica, hay que buscarla en su objetivo 

principal, que no es otro que abordar el fenómeno criminal intentando 

reducirlo mediante métodos preventivos o interventivos en el tratamiento 

de delincuentes. 

 

Por tanto, un criminólogo o psicólogo especializado en psicología criminal 

a nivel forense constituye una herramienta capital en la adopción de 

medidas de reinserción criminal, al ser considerado judicialmente como 

un perito especializado en la materia, recayendo en sus decisiones la 

necesidad de evaluar el riesgo futuro de reincidencia delictiva de 

determinados condenados por crímenes violentos y sexuales, así como el 

peso moral de la adopción de medidas beneficiosas para dichos presos. 

 

Por tanto, el debate actual sobre la derogación o no de la medida de 

prisión permanente revisable se genera porque existen profesionales del 

estudio de la conducta criminal que buscan dar una solución eficaz a un 

problema generado tanto por la evolución delictiva sufrida en los últimos 
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años en la sociedades modernas como por la ineficacia demostrada de 

determinadas políticas criminales ancladas en la inflexibidad y que han 

sido aplicadas por defecto a la generalidad de conductas criminales, y no 

a la especificidad de determinadas actos susceptibles de ser 

especialmente penados atendiendo a su gravedad. 

 

El debate a nivel político suscitado en España no tiene a mi juicio un 

objetivo crítico de reforma, y esto es así porque las voces que critican una 

medida adoptada ya por la mayoría de los estados de la unión europea lo 

hacen por evidentes intereses partidistas, como se puede desprender de 

las enmiendas interpuestas por un Partido Nacionalista Vasco que sigue 

viviendo preso del destino judicial de cientos de terroristas encarcelados 

que aunque no les fuera de aplicación tal medida atendiendo al principio 

de irretroactividad, no entenderían el apoyo político a la aplicación de 

una medida que ya en la actualidad es aplicable a las organizaciones 

criminales. 

 

Respecto a la opinión manifestada por la asociación de jueces por la 

democracia, ésta se centra únicamente en la existencia de una 

transgresión derivada de la aplicación de la prisión permanente revisable, 

lo que propicia el incumplimiento del objetivo de reinserción  

contemplado en el principio de legalidad constitucional; pero obviamente 

dejan de lado un problema latente y creciente que debe ser resuelto como 

sociedad a nivel global y mediante la actualización de unas leyes 

constitucionales, penales y procesales que deben dar respuesta a los 

profundos cambios en los comportamientos criminales experimentados 

desde la entrada en vigor de la carta magna y del actual código penal. 

 

La razón de ser sobre la que descansa dicha necesidad de reforma legal 

no es otra que impedir que los delincuentes más peligrosos que no han 

demostrado capacidad de reinserción puedan volver a la sociedad, 

poniendo en peligro la seguridad del resto de ciudadanos. La búsqueda 

de apoyo empírico que justifique la actualización de determinadas 
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políticas criminales, como la medida descrita anteriormente, constituye 

un verdadero experimento etológico que a bien seguro habrán llevado a 

cabo cientos de profesionales, al detectar durante décadas un alto grado 

de reincidencia delictiva en cientos de reclusos condenados por motivos 

sexuales o de pertenencia a organizaciones criminales, quienes tras sus 

periodos de reclusión vuelven a cometer las mismas conductas delictivas 

una vez en libertad, lo que demuestra que en determinados casos la 

ansiada reinserción sobre la que pivotan los textos legales no es sencilla 

de alcanzar. 

 

En definitiva, los ciudadanos evolucionan, las conductas evolucionan y 

las sociedades evolucionan, motivo más que suficiente para que las 

nuevas necesidades y preocupaciones de sus integrantes se plasmen por 

escrito y actualicen así unas leyes que en ciertos aspectos brillan en la 

actualidad por un carácter arcaico y anclado en épocas pasadas. 
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